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En el presente ensayo se analizará brevemente el sistema penal acusatorio colombiano 
vigente, y específicamente el artículo 323 de la Ley 906 de 2004 para establecer la 
procedencia de la aplicación de dicha figura en los casos donde son víctimas menores de 
edad. Se hace necesario realizar un estudio breve sobre la figura del principio de 
oportunidad, su conceptualización, su estructuración, su aplicabilidad y limitantes.  
La metodología que se usa en la presente investigación, se denomina Básica Jurídica –
dogmática, en razón a que se realiza un estudio de la Constitución política, la norma 
procesal penal, la jurisprudencia y la doctrina. El método que se usa es el que se denomina 
cualitativo, pues se hace un estudio del principio de oportunidad como figura y la viabilidad 
de aplicar dicha salida legal en las causas penales en donde son víctimas los menores de 
edad, lo cual para algunos jueces de garantías del país está prohibido totalmente por 
disposición de lo normado en el art. 199 de la Ley 1098 de 2006. 
El problema de investigación es: ¿Es procedente la aplicación en Colombia del Principio 
de Oportunidad en todos los procesos donde son víctimas menores de edad? A efectos de 
responder el problema se plantean las siguientes hipótesis: a) No procede la aplicación en 
ningún caso donde la víctima es menor de edad, b) Si procede la aplicación de la figura, 
incluso en los delitos inicialmente exceptuados. 
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De esta manera, el objetivo general que se plantea en la investigación es: Determinar si 
en nuestro país se puede aplicar la institución procesal prevista en el artículo 323 del C.P.P 
en los casos donde la víctima es un menor de edad. 
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This essay will briefly analyze the Colombian accusatory criminal system in force, and 
specifically the figure of the principle of opportunity to determine the appropriateness of 
the application of such figure in cases where minors are victims. It is necessary to conduct a 
brief study on the figure of the principle of opportunity, its conceptualization, its 
structuring, its applicability and limitations.  
The methodology used in this research is called Basic Legal-dogmatic, because a study is 
made of the Political Constitution, the criminal procedural norm, the jurisprudence and the 
doctrine. The method used is qualitative, since a study is made of the principle of 
opportunity as a figure and the possibility of applying this legal solution in criminal cases 
where minors are victims, which for some judges of guarantees of the country is totally 
prohibited by provision of article 199 of the Law of childhood and adolescence. 
The research problem is the following: Does the application of the Principle of Opportunity 
in Colombia apply in all processes where minors are victims? In order to answer the 
problem, the following hypotheses are posed: a) The application is not applicable in any 
case where the victim is a minor, b) The application of the figure is applicable, even in 
crimes initially exempted. 
Thus, the general objective of the research is: To establish whether in Colombia the 
Principle of Opportunity can be applied in cases where the victim is a minor. 
 
Key words: 
Principle of opportunity, accusatory system, powers of the Prosecutor's Office, law of 





La soberanía popular representada por las instituciones está llamada a cumplir con una 
serie de funciones dentro de las que se encuentran aquellas que buscan armonizar las 
relaciones entre las mismas autoridades y la sociedad e incluso entre los particulares. En 
desarrollo de tal labor se emiten por parte de los representantes del pueblo, las normas que 
integran reglas de conducta que se caracterizan por ser de interés público y otras de orden 
público, al señalar los procedimientos para hacer efectivos derechos y para regular sus 
límites.   
La Carta Política de 1991 es la base del andamiaje jurídico de nuestro país, consagra los 
derechos de los asociados, las obligaciones del Estado, su forma de funcionamiento, la 
división de poderes, las autoridades, y la distribución de funciones a cada uno de ellos entre 
otros. El artículo 250 prevé la obligación de la Fiscalía -como ente acusador- de cumplir 
con la misión de investigar las conductas que se consideran como delito, estándole vedado 
suspender, interrumpir, o renunciar a la persecución penal, excepto en los casos que 
establezca la ley para dar aplicación al principio de oportunidad, el cual surge con la Ley 
906 de 2004 como parte de política criminal del Estado.  
La figura en comento, como parte de la Justicia Premial, surge como una innovación 
dentro del ordenamiento de responsabilidad penal en Colombia; que permite no adelantar o 
continuar una investigación penal siempre que se cumplan unas circunstancias específicas 
que la noma determina, de ahí su carácter reglado.  
El Principio de Oportunidad se ha convertido en un instrumento que el Acto Legislativo 
02 de 2003 ha traído como un modelo de desarrollo en materia de justicia penal, el cual ha 
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pretendido dar impulso a la justicia de una forma muy puntual, estableciendo causales y 
momentos dentro de los cuales el Ente Acusador puede, como titular de la acción penal, 
suspender, interrumpir o renunciar a la persecución penal, tal y como nos lo enseña el 
artículo 323 de la referida ley. 
De acuerdo al estudio que se plantea, es útil recordar cuales son los pasos para 
materializar el instrumento mencionado; los cuales van desde estudiar y analizar el caso, 
establecer la procedencia de alguna de las causales establecidas, determinar la modalidad 
bajo la cual se aplica, adelantar el trámite interno por parte de la Fiscalía, garantizar en todo 
momento los derechos de las víctimas del ilícito, hasta contar con el visto bueno del juez 
constitucional quien verifica la legalidad. 
Dado el alto nivel de criminalidad, resulta indispensable utilizar nuevos dispositivos 
alternativos para la resolución de conflictos y desde este punto de vista el Principio de 
Oportunidad no escapa a ese objetivo, siendo un mecanismo adecuado, idóneo, eficaz que 
busca la verdad, la reparación a la víctima, la prevención, y la “racionalización de la 
jurisdicción penal”. (Corte Constitucional, C-738/2008, M.P. M. Monroy) 
Se pretende entonces establecer si procede la aplicación del principio de oportunidad 
cuando la víctima del ilícito es un menor de edad, de ser así, determinar si esta aplicación 
es total o restringida en virtud de la titularidad de la acción penal que recae por mandato 




Capítulo I: Antecedentes Del Principio De Oportunidad 
 
Con el devenir de los años, ha quedado en evidencia el avance y cambios de paradigmas 
legales, doctrinales y jurisprudenciales por los que ha pasado el derecho penal y los 
modelos procesales de acuerdo con la política criminal dominante, generándose un 
sinnúmero de creaciones legislativas y judiciales que han hallado su soporte en diferentes 
fenómenos de tipo sociológicos, criminológicos, económicos y políticos que hacen que los 
conceptos de justicia, impunidad, retribución, reparación, victimización, y reinserción 
tengan otros significados, los cuales deben adecuarse a la situación actual de cada Estado. 
En materia penal, como ultima ratio de los conflictos sociales, en oposición al sistema 
inquisitivo, se encuentra el sistema acusatorio como modalidad más utilizada actualmente, 
caracterizado por la existencia de dos partes procesales que se enfrentan en un juicio oral, 
público y contradictorio. (A. Tinoco, 1999, p. 270) 
Ante la inminente necesidad de reestructurar el sistema penal colombiano, se tramita una 
reforma constitucional que conllevó a la modificación de algunos preceptos de la 
Constitución Política de 1991 a fin de establecer una nueva reglamentación en materia de 
investigación y juzgamiento en materia penal.  Es por ello que se establece con esta 
modificación, un sistema acusatorio de corte continental en donde su esencia teórica separa 
la investigación y juzgamiento como eje fundamental del procedimiento. (O. Guerrero, 
2007, p. 80).  
En estas condiciones, el procedimiento penal vigente “limitó las facultades judiciales de 
la Fiscalía General de la Nación a eventos eminentemente excepcionales…estableció 
controles de legalidad que deben surtirse ante los jueces” (Fiscalía, 2007, p. 14), 
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pretendiendo con ello equilibrar la balanza entre eficiencia del sistema con el respeto a los 
derechos fundamentales del inculpado.  
El nuevo sistema procesal penal acusatorio que se implementó por medio de la ley 906 
del año 2004, trajo consigo la inclusión de instituciones básicas que constituyen su columna 
vertebral tales como:  
i) Diferenciación entre funcionarios que investigan y acusan, de quienes son encargados 
de adelantar la etapa de juicio: por su parte, el Ente Fiscal no posee funciones judiciales, su 
actividad es netamente investigativa tal y como lo establece de manera puntual el artículo 
114 de la referida ley 906, el cual refiere las atribuciones propias de esta institución, quien 
junto con los funcionarios de Policía Judicial, se encargan de plantear el programa 
metodológico elaborado en cada caso bajo la dirección y coordinación del primero y 
desarrollo de estos últimos: Tendrá la posibilidad luego de agotadas dichas labores de 
investigación, elevar las solicitudes pertinentes ante los jueces.  
ii) La función de control de garantías: el Acto Legislativo 03 de 2002 creó el juez de 
control de garantías, funcionario facultado para ejercer el control de legalidad sobre 
capturas, sobre las medidas de registros y allanamientos e incautaciones a elementos ya sea 
con fines de comiso o con fines de investigación; control previo para adoptar medidas de 
restricción de la libertad; decreto de medidas cautelares sobre bienes; controles a las 
actividades investigativas que ejerce la Fiscalía y que de una u otra manera afecten 
derechos de las personas que figuran como indiciados en el proceso penal, todo con el fin 
de garantizar los límites a las facultades otorgadas al ente investigador; igualmente el 
control posterior a la aplicación del principio de oportunidad tal y como lo obliga el trámite 
de este de conformidad con la normatividad señalada en los artículos 323 y subsiguientes 
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de la ley 906 de 2004 y en general, deberá someterse a su autorización cualquier evento que 
implique la afectación de derechos fundamentales a la personas que se encuentran siendo 
investigadas en Colombia. Dicha función fue entregada a los jueces penales municipales, 
quienes una vez conocen del proceso en sede de garantías, quedan automáticamente 
impedidos para conocer del juicio, separando entonces al funcionario que desarrollará el 
juicio oral, del funcionario que desarrolla las audiencias preliminares con el fin 
precisamente de cumplir con los principios de imparcialidad e inmediación de la prueba. 
iii) Juicio público, oral y contradictorio: las audiencias que integran el proceso penal 
vigente, tiene carácter público salvo algunas excepciones, diligencias en las que participan 
los sujetos con interés en la decisión judicial que se pretende, roles que se ejecutan en 
igualdad de armas con base en el principio de lealtad, mediante el que se permitirá la 
incorporación de las pruebas al juicio con el derecho de controvertirlas para arribar así a 
una decisión, todo en desarrollo del debido proceso que establece el artículo 29 
constitucional.  
iv) Supresión del principio de permanencia de la prueba: ello indica que solo se 
constituye como prueba la que es incorporada en juicio oral y sujeta a contradicción bajo la 
dirección del juez de conocimiento. A diferencia del sistema inquisitivo en el que una vez 
se recolectaba el elemento, éste adquiría el carácter de prueba y sobre él podía basarse 
cualquier decisión en el decurso procesal.  
v) El principio de oportunidad: institución que se creó con el objetivo de racionalizar el 
derecho penal “para concentrar sus esfuerzos en casos que revistan trascendencia a los 
intereses de la sociedad, renunciando al ejercicio de la acción, en los que, si bien sería 
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viable su aplicación, por razones de oportunidad y política criminal, hace preferible su 
declinación” (Fiscalía, 2007, p. 36 y ss.). 
En este punto ha de decirse que la figura que se consagra en el artículo 323 de la 
normativa procesal penal colombiana ha tenido su origen en la época de “surgimiento de 
los estados modernos, esto es en los siglos XVII y XVIII, época en la cual se vislumbra el 
sello humanístico y formas diferentes de aplicar justicia” (J. Córdoba, 2009), queriendo con 
ello innovar en la manera de solución de conflictos originados entre los ciudadanos y en 
donde el Estado interviene a fin de ejercer el control social. 
Esta nueva figura establece varias modalidades que se han establecido como reglado, 
facultativo y otro más amplio que da la posibilidad a la fiscalía su aplicación sin ningún 
tipo de control judicial, tal y como se verá adelante. El instrumento del artículo 323 del 
C.P.P en la primera modalidad, es decir reglado, prevé que la ley determina las premisas a 
partir de las cuales la fiscalía puede detener la persecución penal y optar por archivar el 
proceso… caracterizándose por tener concretas en la norma los escenarios necesarios para 
prescindir de la acusación penal, en los asuntos donde se debía iniciar y adelantar la 
investigación (A. Daza, 2011, p 81 - 84), sin que el fiscal pueda ir más allá de lo que la 
misma ley le faculta. 
Es entonces el caso de Alemania, pues en virtud de lo establecido en la 
Ordenanza Procesal Penal, se aduce que la figura del principio de oportunidad 
tiene un carácter rector en relación con la criminalidad de bagatela o 
insignificante y aquella que podría denominarse media… Además por motivos 
de economía procesal, no cabe duda de que el motor de este tipo de 
regulaciones es la carencia de interés público en la persecución penal, y así lo 
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establece el parágrafo 153 de dicha ordenanza cuando menciona ese requisito y 
lo relaciona con la culpabilidad disminuida del procesado, permitiéndole al ente 
acusador desestimar la actuación con la anuencia del juez. (Jaime. Bernal, 2013, 
p.856) 
Para la doctrina, lo anterior se ha dicho así;  
el principio mencionado es quebrantado por tantas excepciones que en el 
ámbito de la criminalidad más leve y, en gran parte, también en de la 
criminalidad media, rige en la práctica, el principio de oportunidad. La StPO 
distingue en la actualidad cuatro grandes grupos en los cuales el procedimiento 
penal puede ser sobreseído pese a existir la sospecha del hecho: a) cuando el 
reproche por el hecho es insignificante y no existe ningún interés en la 
persecución penal; cuando el interés en la persecución penal puede ser 
satisfecho de otro modo; c) cuando a le se son opuestos intereses estatales 
prioritarios; o d) cuando el ofendido puede llevar adelante por sí mismo la 
persecución penal. (Claux Roxín, 2000) 
Con todo, se puede afirmar que en el sistema penal de Colombia contiene características 
del sistema Alemán, al establecerse en uno y otro, el control de legalidad por parte de un 
juez constitucional.  
En el segundo caso, es decir en el denominado facultativo, se afirma que “la ley 
consagra ciertos supuestos generales para su aplicación que, sin embargo, no limitan la 
decisión de la autoridad encargada de ejercerla”. En términos del autor significa que, 
“como no existen causales taxativas que indiquen en qué casos procede o no el principio de 
oportunidad, al fiscal le es otorgada cierta discrecionalidad en virtud de la cual puede optar, 
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según su criterio, por no iniciar la acción penal o por renunciar a ella aún después de 
iniciada” (A. Daza, 2011, p 81). 
Claro ejemplo de esta modalidad, es el sistema Chileno en el que la fiscalía tiene la 
posibilidad de adecuar el caso a una sola causal que autoriza el trámite, debiendo eso sí, 
concurrir ante juez de garantías con el ánimo de que revise la tarea y establezca si hay lugar 
o no a proseguir con la investigación penal.  
La última de las modalidades corresponde al denominado libre o amplio, el cual “se basa 
en la discrecionalidad del fiscal como regla general, quien decidirá a su consideración si se 
inicia o no la persecución penal, o si se desiste de la misma después de iniciada, sin que su 
actividad esté sujeta a criterios legales; o sometida a controles judiciales; tan sólo le limita 
una política criminal que le es sugerida más no impuesta” (A. Daza, 2011, p 81). 
La aplicación de la figura en esta particularidad coincide con el modelo inglés en donde 
el éxito de la facultad persecutora del Estado depende de la potestad que se tiene para 
decidir discrecionalmente y es en este momento cuando termina diseñándose la actividad y 
postura del Estado frente a ciertas conductas, en donde el órgano policial es el que tiene la 
facultad de decidir sobre qué delitos son los llamados a ser investigados. 
Este sistema se caracteriza porque la facultad policial se encuentra debidamente 
regulada, debiendo en el evento en que el caso pase el filtro que se ejerce por este órgano, 
se envían las diligencias al Despacho fiscal, con el fin de que allí se decida sobre el asunto, 
es decir se indique si llega a instancia de imputación de cargos o se termina el trámite si así 
se considera.  
Observamos entonces que la Policía ejerce un papel determinante en este sistema de 
aplicación del P.O., ya que es la autoridad que de primera mano conoce de las conductas 
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con características de punibles que en el territorio inglés se cometen, teniendo la posibilidad 
de señalar cuales inician como un proceso penal, cuál será la suerte que éstas tengan, es 
decir, si se formula la imputación, si la Fiscalía avoca conocimiento y si se concurre 
entonces ante los tribunales. Esta dinámica permite desde el primer momento en que ocurre 
una conducta menor, zanjar de manera efectiva la suerte de esas conductas, aportando a la 
descongestión del sistema judicial e incluso conlleva a que se disminuya la posibilidad de 
reincidencia (J. Bernal, 2013, p.856 y ss)    
La aplicación del principio de oportunidad bajo estos parámetros, permite dar agilidad al 
sistema judicial, ejemplifica el sistema, simplifica los procedimientos, se da atención mayor 
a delitos de mayor envergadura, da lugar a que se maximicen recursos humanos, se otorga 
una reparación integral pronta a la víctima y se da la posibilidad al procesado de cumplir 
con la reinserción social. (A. Daza, 2011, p. 81). 
Estudiosos de este sistema de oportunidad judicial lo tratan como una posibilidad de 
escape a las resultas judiciales de la trasgresión del estatuto punitivo. El concepto de la 
figura corresponde a la necesidad de serenar la cantidad de asuntos puestos en 
conocimiento de la jurisdicción penal y a la búsqueda efectiva de la satisfacción de las 
garantías que le asiste a quienes intervienen en el decurso del proceso. 
Algunos doctrinantes ven la figura descrita en el artículo 323 del C.P.P como una forma 
alterna de evitar la consecuencia jurídica que recae sobre una conducta tipificada como 
delito, optando por una visión utilitarista pues su argumento es buscar de cierta forma al 
descongestión de los despachos independientemente de los derechos de los intervinientes. 
(R. Molina, 2011, p. 77), no obstante, tras las diferentes concepciones sobre la figura, debe 
reconocerse que el legislador acertó cuando acogió en la legislación colombiana dicho 
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principio, pues gracias a él es dable abandonar el ius puniendi cuando se cumplan las 
circunstancias o causales previstas para ello. 
Sostiene al respecto la Corte Constitucional; el instrumento referido a lo largo del 
presente escrito, ha sido incorporado en las legislaciones de diferentes países, pasado en la 
premisa  de que una acusación requiere que exista mérito para acusar por razones fácticas y 
jurídicas y que aunado a ello, no existan argumentos para archivar una investigación. 
(Sentencia C- 873/2003, M.P. M. Cepeda) 
La norma procesal penal colombiana autoriza excepcionalmente a la Fiscalía para dar 
aplicación al principio de oportunidad y radica esta facultad con base en la titularidad de la 
acción penal, diseñando las causas por las cuales se puede llevar a cabo, pero siempre 
sometidas a control constitucional. 
Fijada dicha facultad, también se establece el cumplimiento de deberes legales y 
constitucionales en cabeza de la Fiscalía, los cuales no puede desconocer en ningún 
momento, esto de conformidad con el artículo 114 ibídem y dentro de los que se encuentra 
la aplicación del principio de oportunidad, pero siempre velando por los derechos de las 
víctimas, quienes sea dicho de paso, son interesados en el proceso penal y quienes tienen la 
opción de intervenir activamente en la solución de los conflictos, buscando el cumplimiento 
de principios de reparación, verdad y justicia.  
La regulación de la figura tiene como base, el perfeccionamiento de la política criminal 
del Estado Colombiano y por ello es que se constituye como una excepción, sin embargo, el 
artículo 324 del código de procedimiento penal señala los motivos en que se acepta su 
aplicación y además se obliga en todos los casos a ser sometida dicha aplicación, a la 
intervención de Juez con funciones de control de garantías quien tendrá la obligación de 
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pronunciarse sobre su viabilidad o no, en todo caso dentro de los cinco días siguientes a la 
que la Fiscalía decide aplicarlo. Este control es obligatorio y automático, se requiere 
ejercerlo por medio de audiencia en el que tanto Víctima como Ministerio Público ejercen 
su derecho de contradicción o por el contrario podrán expresar su asentimiento, caso en que 
se declarará la extinción de la acción penal, de acuerdo con el artículo 327 de la misma 
obra.    
Como se expuso brevemente, el juez constitucional, ejerce control de legalidad en aras 
de garantizar la observancia y garantía de los derechos fundamentales de los sujetos que 
son vinculados a una investigación penal por la presunta infracción a la norma sustancial 
penal. Dentro de los eventos en los que desarrolla tal función, se encuentra la aplicación del 
principio de oportunidad, evento en el que previo el cumplimiento de los requisitos 
normativos, la Fiscalía puede optar por la renuncia, suspensión o interrupción de la acción 
penal de la cual es titular. (H. Camargo, 2010, p.2) 
Al tenor de lo previsto en las Resoluciones N° 0-6657 y 0-6658 de diciembre de 2004 
emitidas por la Fiscalía General de la Nación, cuando ésta conforme a las directrices allí 
incorporadas decida dar aplicación al principio de oportunidad, debe acudir ante el juez de 
control de garantías para que se surta el control de legalidad, siendo su labor establecer si la 
causal alegada en efecto se ajusta, pero también, si los derechos fundamentales de víctima y 
victimario se han garantizado en debida forma como materialización de los preceptos 
constitucionales estatuidos. (Fiscalía, 2007, p. 127) 
Por su parte nuestra Corte Constitucional ha insistido en la importancia de la institución 
del Juez Control de Garantías, quien en verificación de cumplimiento de las garantías 
procesales tanto legales como constitucionales de las partes (procesado y víctimas), puede 
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expresar su inconformismo frente a la aplicación del principio de oportunidad, esto luego 
de escuchar a las partes en audiencia y de verificar el cumplimiento de las exigencias 
legales que se han establecido para tal fin. En el evento de dar su -visto bueno-, se 
procederá a impartir aprobación al trámite con las consecuencias subsiguientes según la 
modalidad, esto es, una vez cumplidos los compromisos adquiridos, a declarar extinguida la 
acción penal. Pero en el evento de desestimarlo, debe el órgano persecutor, continuar con el 
trámite normal del proceso penal, ya sea bajo los parámetros de la aplicación del trámite 
ordinario, o bien, buscando otra de las herramientas que el sistema penal colombiano tiene 
como será por ejemplo la vía del preacuerdo.  
El principio de legalidad implica para el aparato Estatal la obligatoriedad de perseguir 
todas las causas que revistan la calidad de delito, con el imperativo irrenunciable de 
investigar, acusar y sancionar dichas conductas; así, al ubicarse la figura del principio de 
oportunidad en el marco de una excepción o alteración de la legalidad, requiere 
necesariamente una examen minucioso por el funcionario encargado, bajo los parámetros 
establecidos so pena de rebasar el límite que el legislador le dio a la discrecionalidad de la 
acción penal que ha de aplicarse de manera excepcional siempre y cuando la Fiscalía tenga 
los elementos materiales probatorios suficientes para inferir la comisión de la conducta 
punible frente a quien se podrá renunciar, suspender, o interrumpir la acción persecutoria y 
sancionatoria del Estado. 
De acuerdo a la normatividad vigente la intervención del Juez de garantías es imperativa 
y necesaria pues se constituye en la forma en la que el Estado materializa las garantías 
fundamentales que poseen todos los ciudadanos cuando se encuentran inmersos en el 
trámite de una investigación punible. No obstante, “no pocos autores han advertido que el 
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control de legalidad no solo es un límite sino un obstáculo para la efectividad de la figura” 
(A. Daza, 2011, p.82) pues la norma implica la aplicación de un trámite que buscando la 
garantía de los derechos fundamentales extiende el proceso restándole movilidad, situación 
que ya ha sido objeto de discusiones académicas (A. Daza, 2011, p.82). 
 
Capítulo II: improcedencia del instrumento previsto en el artículo 323 del C.P.P en la 
totalidad de asuntos donde las víctimas son menores de edad 
 
Implantando el sistema procesal penal, el ente acusados se ve obligado a desarrollar sus 
labores de investigación con los funcionarios de Policía Judicial, llámese CTI o SIJIN  bajo 
la coordinación de la primera, retirando las facultades que tenía en el sistema inquisitivo 
(ley 600 de 2000) sin control jurisdiccional alguno y obligándolo ahora de acuerdo con lo 
descrito en el Capítulo III del título I del libro II de la ley 906 de 2004 a acudir ante juez de 
control de garantías para obtener autorización judicial para su realización, garantizando con 
ello las garantías del indiciado y con ello, garantizando un juicio justo bajo los parámetros 
que incluso convencionalmente se ha establecido en Colombia.  
Mediante sentencia C-873 de 2003, la Corte hizo hincapié en la autonomía e 
independencia que tiene el fiscal en el ejercicio de sus facultades, debiendo obrar con la 
rectitud necesaria para que los derechos del procesado no se vean conculcados, indicando 
incluso que al Fiscal General no le está permitido inmiscuirse en las investigaciones que 
adelantan otros fiscales, pues ello hace parte de la autonomía de la función jurisdiccional 
(Corte Constitucional, Sentencia C-873/2000, M.P. M. Cepeda). 
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La Corte frente a la independencia de la Fiscalía ha sostenido que como parte de la rama 
judicial los funcionarios se someten a los principios propios de la función judicial, esto es, 
autonomía e independencia, sin que ello vaya en contravía del principio de jerarquía sino 
que tiene que ver con su proyección y alcance (C. Constitucional, Sentencia C-1092/03, 
M.P. A. Tafur) 
Con todo, se indica que la Fiscalía General de la Nación es una entidad autónoma e 
independiente a quien por mandato superior le fue entregada la persecución de los 
comportamientos que atentan contra el orden y la armonía de la sociedad, y que han sido 
definidos como delito en la norma sustancial penal, quien a su vez tiene la potestad de no 
iniciar la investigación o detenerla, siempre que se haga dentro del margen legal previsto 
para ello. 
 
Como se indicó previamente, la norma dispuso las reglas para tramitar la figura en 
comento, autoridades, procedencia, procedimiento al interior de la fiscalía y procedimiento 
que se debe cumplirse en sede jurisdiccional entre otros. Igualmente, la norma 
procedimental señala las causales en que se puede aplicar la figura, pero igualmente, el 
artículo 324 en su parágrafo 3 prohíbe su aplicación en el caso de las conductas dolosas en 
donde la víctima sea un menor de edad como una premisa genérica. De acuerdo con este 
mandato, en Colombia sería imposible recurrir a tal herramienta para extinguir la acción 
penal, si dentro de la misma hubiese víctimas menores de 18 años, preceptiva que tiene 
concordancia con lo dispuesto en la ley 1098 de 2006 o C.I.A que en el artículo 140 inciso 
segundo que en su tenor literal reza: 
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En caso de conflictos normativos entre las disposiciones de esta ley y otras 
leyes, así como para todo efecto hermenéutico, las autoridades judiciales 
deberán siempre privilegiar el interés superior del niño y orientarse por los 
principios de la protección integral, así como los pedagógicos, específicos y 
diferenciados que rigen este sistema. (Ley 1098/2006, art 140) 
Evidentemente, la disposición aludida con antelación impone una prohibición 
absoluta en el caso de los procesos penales donde los menores de edad son víctimas, 
vulnerando, a juicio de este trabajo, el derecho a la igualdad que le asiste a todos y 
cada uno de los destinatarios de la ley penal, pues se crea una diferenciación 
injustificada entre los procesados que, independientemente la calidad de delito por el 
que son investigados, son llevados a juicio por punibles donde las víctimas son 
mayores de 18 años, y los que han incurrido en delitos donde los menores de edad 
tienen la calidad de víctimas. En el país, no son pocas las decisiones que bajo la tesis 
de esa prohibición niegan la extinción de la acción por la vía del artículo 323 del 
C.P.P., problemática que congestiona los despachos de la judicatura y que limita las 
potestades de la Fiscalía quien es en últimas el que tiene la titularidad de la acción 
penal.  
Desde esta óptica, en medio de una interpretación exegética de la norma, no es 
viable aplicar el principio de oportunidad en los eventos en donde son víctimas 




Capítulo III: Procedencia de la aplicación del artículo 323 del C.P.P en los asuntos 
donde las víctimas son menores de edad 
 
De cara a lo esbozado en el capítulo anterior, obsérvese que la ley 1098 de 2006 produjo 
la primera variación a la premisa general de improcedencia del principio de oportunidad en 
los casos donde los menores fueran víctimas, pues en el artículo 199 traza los parámetros a 
tener en cuenta en los delitos de homicidio o lesiones dolosas, así como en aquellos delitos 
en donde se proteja la libertad e integridad sexual, la libertad individual, siendo víctimas los 
niños, niñas y adolescentes, indicando que en dichas circunstancias no opera la aplicación 
del principio de oportunidad y con ello, existe imposibilidad de extinguir la acción penal. 
Lo dicho en precedencia indicaría que la referida herramienta para extinguir la acción 
penal que en principio estaba prohibida por el inciso tercero del artículo 324 del C.P.P., 
puede aplicarse en todos los delitos donde son víctimas menores de edad, excepto en las 
causas que se adelanten por delitos de homicidio o lesiones dolosas, secuestro o delitos 
sexuales, premisa que en su momento fue ratificada por la Corte Constitucional quien en 
estudio de constitucionalidad del artículo 199 del Código de Infancia, refiriéndose a los 
delitos antes mencionados, sostuvo que por tratarse de la modalidad dolosa y dada la 
afectación que con ellos se daba a la sensibilidad colectiva por transgredir la vida, la 
integridad personal, la libertad sexual y la libertad de los niños, niñas y adolescentes, era 
absolutamente ajustado a derecho la obligación de perseguir en estos casos una sanción 




Por su parte el artículo 175 de la Ley 1098 de 2006 reguló el P.O. en los casos seguidos 
contra adolescentes cuando fueran partícipes de delitos cometidos por organizaciones 
subversivas, indicando que la fiscalía podría renunciar a la acción penal cuando aquellos 
hubieren sido actores directos de las hostilidades o en las acciones que hayan adelantado los 
grupos armados en los siguientes casos: 
ARTÍCULO 175…1. Se establezca que el adolescente tuvo como fundamento 
de su decisión las condiciones sociales, económicas y culturales de su medio 
para haber estimado como de mayor valor la pertenencia a un grupo armado al 
margen de la ley. 
2. Se establezca que la situación de marginamiento social, económico y cultural 
no le permitían al adolescente contar con otras alternativas de desarrollo de su 
personalidad. 
3. Se establezca que el adolescente no estaba en capacidad de orientar sus 
esfuerzos a conocer otra forma de participación social. 
4. Por fuerza, amenaza, coacción y constreñimiento. 
PARÁGRAFO. No se aplicará el principio de oportunidad cuando se trate de 
hechos que puedan significar violaciones graves al derecho internacional 
humanitario, crímenes de lesa humanidad o genocidio de acuerdo con el 
Estatuto de Roma. (Ley 1098/2006, artículo 175) 
De lo anterior se colige que se dio vía al principio de oportunidad en esos casos 
específicos, y podría entenderse que procede aun cuando en esas circunstancias hubiese 
víctimas menores de edad pues no existe al respecto prohibición expresa en ese artículo, y 
en el 199 la prohibición podría interpretarse con vaguedad. 
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El 29 de diciembre de 2016 la Fiscalía General de la Nación emitió la Resolución 4155 
mediante la que reglamentó la forma de aplicar el P.O., derogó otras disposiciones, y 
expresamente consagró la procedencia de dicha forma de extinción de la acción penal en 
los casos de responsabilidad penal de adolescentes, aunque se tratara de víctimas menores 
de edad así:  
ARTÍCULO 36. Observancia en la aplicabilidad…PARÁGRAFO. En el 
sistema de responsabilidad penal para adolescentes se podrá aplicar el principio 
de oportunidad en el evento descrito en el parágrafo 3º del artículo 324 de la 
Ley 906 de 2004 relativo a conductas dolosas cuya víctima sea un menor de 
edad, cuando realizado un análisis de proporcionalidad se concluya que lo 
razonable sea suspender o renunciar al ejercicio de la acción penal y, en su 
lugar, optar por medidas de carácter pedagógico, formativas y reparadoras, en 
consonancia con lo establecido en la Ley 1098 de 2006, Código de la Infancia y 
la Adolescencia. Líneas fuera de texto (Fiscalía General de la Nación, 
Resolución 4155/2016, Artículo 36) 
Hasta aquí, se tiene que al menos en la legislación penal de adolescentes se podría 
aplicar el principio de oportunidad en las investigaciones donde fuesen victimas menores de 
edad de manera general bajo las causales del artículo 324 de la norma procedimental penal, 
claramente empleando el test de proporcionalidad. 
De manera contraria al avance de la reglamentación son muchos los jueces de la 
república que continúan decidiendo casos donde los menores son infractores -S.R.P.A.- 
bajo el criterio prohibitivo contenido en el artículo del artículo 199 de la Ley 1098, 
apoyados en pautas como la dada en el año 2018 por la Corte Suprema de Justicia cuando 
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conocía de una impugnación de un fallo de tutela que había negado el amparo 
constitucional invocado contra los juzgados que en primera y segunda instancia 
concedieron la aplicación del principio de oportunidad en un caso de acceso carnal abusivo 
con menor de 14 años que se seguía en contra de un menor de edad, decisión en la que esa 
Corporación advirtió que los jueces que habían impartido legalidad al principio de 
oportunidad en ese caso concreto, desconocieron las normas aplicables -refiriéndose al 
artículo 199 ibídem-, y que a pesar de haber realizado el ejercicio de ponderación, éste 
resultaba incompatible con la prescripción legal, pues en ese tipo de delitos el ente acusador 
debía llevar el proceso “hasta las últimas consecuencias”, por esta razón dejaron sin efecto 
las decisiones que legalizaron el principio de oportunidad. (Corte Suprema de Justicia, 
Radicado 96.791/2018, M.P. P. Salazar) 
Con fortuna, la anterior decisión fue revocada por el órgano de cierre de la jurisdicción 
Constitucional en estudio de acción de revisión, escenario en el que recordó que la finalidad 
del precepto contenido en el artículo 323 del C.P.P. radicaba en la necesidad de hacer más 
eficaz la administración de justicia, en propender por la descongestión de los despachos, 
acelerar los procesos, simplificar las etapas, en conclusión, racionalizar la función 
jurisdiccional en el ámbito penal, facilitando la reparación de las víctimas y la reinserción 
social de los infractores a la sociedad. El máximo órgano de cierre de la jurisdicción 
constitucional recordó que el principio de oportunidad en principio de veía como oposición 
al principio de legalidad, no obstante, el viraje interpretativo a lo largo de los años, 
convertía a aquel como una expresión de éste, concebido dentro del margen de la política 




Adicionalmente, sostuvo la aludida decisión, que en tratándose de responsabilidad penal 
de adolescentes debe ponderarse los derechos que tienen las víctimas, así como los que 
tiene el menor infractor, pues el interés general es para todo niño, niña o adolescente, 
concordando dicha interpretación con la resolución 4155 de 2016 emitida por la fiscalía y 
con el precepto del art. 140 de la Ley 1098 a las que nos referimos párrafos atrás, sumado a 
lo dispuesto en el artículo 174 ibídem, en el que se lee: “…Las autoridades judiciales 
deberán facilitar en todo momento el logro de acuerdos que permitan la conciliación y la 
reparación de los daños, y tendrán como principio rector la aplicación preferente del 
principio de oportunidad…” (Ley 1098/2006, Artículo 174), concluyendo que la discusión 
normativa que se enfrenta se soluciona a partir del axioma según el cual “respecto de 
menores de edad, la privación de la libertad es una medida excepcional” (Corte 
Constitucional, Sentencia T-142/19, M.P. A. Linares), por lo tanto el principio de 
oportunidad se aplica en los procesos de responsabilidad penal de adolescentes cundo la 
víctima es menor de edad, siempre que medie un ejercicio de ponderación entre los 
intereses del estado, de la sociedad, del infractor y de la víctima. 
La inaplicabilidad del artículo 199 surge tras la excepción de inconstitucionalidad que 
los jueces pueden realizar cuando un supuesto jurídico es contrario a los mandatos 
constitucionales, los cuales siempre redundan en la superioridad de los derechos del menor 
independientemente de su posición en el proceso.  
Téngase en cuenta que el espíritu de la norma que creó la figura del principio de 
oportunidad no era solamente descongestionar el aparato de justicia, sino que iba más allá, 
“buscaba racionalizar la ejecución de la política criminal de Estado” (Corte Const itucional, 
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Sentencia T-142/2019, M.P. A. Linares), lo que se traduce en que prevalece, en la medida 
de lo posible, la solución alternativa de un conflicto sobre el castigo penal. 
De cara a lo dicho, surge una pregunta, ¿la prohibición vigente sobre la aplicación del 
artículo 323 ibídem en los procesos penales de adultos donde las víctimas son menores de 
edad, no vulnera acaso el derecho a la igualdad? La respuesta a juicio de este ejercicio 
académico es sí, si se vulnera esa garantía del adulto que es enfrentado a una investigación 
penal cuando el otro extremo es un menor de edad pues hecho un juicio de 
proporcionalidad sería dable aplicar el artículo 323 del C.P.P. 
Entonces, el P.O. es una atribución en cabeza de la Fiscalía por mandato de la Carta 
Política del 91 en su artículo 250, visto como una salida procesal alternativa que garantiza 
la verdad, la reparación a la víctima, y la no repetición, éste último como compromiso que 
se puede verificar, verbigracia, si se opta por la modalidad de suspensión con 
procedimiento a prueba. Bajo esta concepción, obsérvese que la Corte Constitucional 
estableció unos límites para la configuración de aquel principio, aseverando en primer 
lugar, que el legislador tenía un terreno amplio de configuración legislativa para plantear 
las circunstancias bajo las cuales procede la aplicación del principio de oportunidad 
respetando en todo caso los parámetros de racionabilidad; en segundo lugar, que frente a la 
naturaleza de los delitos susceptibles de aplicación del principio, el único límite es el deber 
de castigar las vulneraciones más graves de los D.D.H.H. y del D.I.H.; y en tercer lugar, 
que el legislador tiene un límite en la constitución que “le impone diseñar con claridad y 
precisión las causales en las cuales puede aplicarse” (Corte Constitucional, Sentencia C-
095/2007, M.P. M. Monroy). 
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Veamos el siguiente caso hipotético: un Pedro mayor de edad irrumpe en un 
establecimiento con el propósito de cobrarle a Juan un dinero que le adeuda, luego de que 
en múltiples oportunidades le dijera que no le iba a pagar y que hiciera lo que quisiera, 
luego de una discusión, Juan agrede verbalmente a Pedro por lo que éste esgrime un arma 
de fuego -contaba con salvoconducto-, y procede a efectuar 4 disparos de los cuales 3 
impactan en la humanidad de Juan y uno impacta a una menor que se encontraba en el lugar 
rozando su brazo izquierdo. La menor era familiar lejano de Pedro. El dictamen de 
medicina legal otorga incapacidad definitiva de 40 días a la víctima mayor de edad y 4 días 
a la víctima menor. Tras la comisión de la conducta, a Pedro le imputan el delito de 
lesiones personales dolosas en concurso homogéneo, con la circunstancia de menor 
punibilidad del artículo 55 N°1 del C.P. -carencia de antecedentes-. Las víctimas son 
reparadas integralmente.  
A la luz de las disposiciones constitucionales y jurisprudenciales que permiten 
configurar la aplicación del artículo 232 del C.P.P. los limites no se desbordan en el caso 
hipotético, pues el límite en cuanto a la determinación de delitos sobre los que proceda la 
aplicación del principio de oportunidad es castigar graves violaciones a D.D.H.H. y al 
D.I.H., situación que en la situación fáctica planteada no se da. Entonces, ¿no sería 
procedente aplicar en un caso como el planteado, un test de proporcionalidad como el 
previsto en el S.R.P.A. a efectos de aplicar el artículo 323 ibídem en un caso de lesiones 
dolosas donde es víctima un menor de edad? Se plantea una respuesta positiva bajo el 
entendido que mediante el test de proporcionalidad se pueden analizar todas las 
circunstancias particulares que rodean el hecho investigado, para concluir, porque no, que 
la lesión ocasionada a la menor fue mínima, que ésta fue reparada en debida forma por el 
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agresor, y que en tratándose de un delito que no es de la entidad descrita en la sentencia C-
095/2007, esto es, grave violación a los DDHH o al DIH, procedería cobijar la causa con la 
figura del principio de oportunidad.  
En el caso colombiano, el P.O. es una herramienta que registra un índice bajo de 
aplicación, causas que se pueden concretar en: la ausencia de regulación clara o la 
existencia precaria de la misma, los tecnicismos requeridos, la tramitología prevista para su 
aplicación, así como la convicción errada de algunos funcionarios de que el éxito de un 
proceso solo radica en la obtención de una sentencia condenatoria, entre otros. (Carlos. 
Gómez, 2016, p 60) 
Con lo anterior, puede verse que, si bien el principio de oportunidad fue previsto como 
una institución ambiciosa por medio de la cual podría liberarse un poco al ente acusador de 
la persecución de delitos llamados de “bagatela”, no es menos cierto que su funcionalidad 
pierde efectividad y aplicabilidad al vislumbrarse el camino “pedregoso” que debe 
recorrerse para llegar a él; es decir, si la política estatal fuese adecuada y más clara las 
cosas serían más sencillas. 
De acuerdo a lo estudiado hasta ahora se puede afirmar que, en diversos sistemas 
penales existe la posibilidad que un asunto puesto en conocimiento de la autoridad 
encargada de realizar la investigación, no la adelante y lleve necesariamente hasta el final 
de un juicio, sino que, por el contrario, existe la posibilidad de interrumpir e incluso 
renunciar el ejercicio de la acción penal a favor de una persona, lo que contribuye 
indiscutiblemente a la disminución del desgaste del sistema judicial, así como a la 
economía del sistema penitenciario, debiendo por ello dar la posibilidad de mayor 
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desarrollo a la figura del principio de oportunidad y mayor aplicabilidad en el sistema 
Colombiano.  
 Recuérdese que finalmente, el desarrollo exitoso del sistema penal acusatorio depende 
en buena medida de las buenas prácticas de las actividades judiciales, así que es ésta parte 
la que debe fortalecerse, es por lo que ahora debe apostarle el Estado Colombiano para 





Culminada la lectura de las diferentes fuentes usadas en el presente trabajo, se colige 
que, a la luz de la jurisprudencia, en procesos de responsabilidad penal de adolecentes es 
posible aplicar el principio de oportunidad aún en casos donde los menores de edad son 
víctimas de todos los delitos incluso los exceptuados en un comienzo en el artículo 199 de 
la Ley 1098 de 2006, siempre que se realice un test de proporcionalidad. Dicha posibilidad 
surge del análisis que se hace de los derechos que les asisten a los menores, y que también 
deben observarse respecto del menor infractor quien también ostenta dichas garantías 
fundamentales.  
A la fecha, en tratándose de responsabilidad penal de adultos, por disposición legal del 
artículo 199 ibídem, el principio de oportunidad en los procesos donde son víctimas 
menores de edad, proceden siempre que no se trate de homicidio y lesiones dolosas, 
secuestro y delitos contra la libertad e integridad sexuales.  
La situación descrita en el párrafo inmediatamente anterior, i) vulnera el derecho de 
igualdad de los adultos procesados respecto de los menores infractores procesados a 
quienes si os cobija la figura; ii) desconoce las facultades que le fueron otorgadas a la 
fiscalía en el artículo 250 superior en el entendido que, al ser la titular de la acción penal, es 
ésta quien puede decidir si inicia, interrumpe, suspende o renuncia al ejercicio de la acción 
penal, iii) desconoce los parámetros dados en la sentencia C-095/2007 que indica que en 
cuanto a la configuración de delitos a los que se extiende la aplicación del principio de 
oportunidad solo se tiene como límite el compromiso internacional de castigar las graves 
violaciones a los DDHH y al DIH; iv) congestiona el aparato de justicia olvidando que la 
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finalidad del principio es solucionar un conflicto en los casos donde la persecución penal y 





Aristizabal González, Carolina, Alcance del principio de oportunidad en la nueva 
legislación procesal penal colombiana, Tesis, Pontificia Universidad Javeriana, 
http://www.javeriana.edu.co/biblos/tesis/derecho/dere7/DEFINITIVA/TESIS%2045.pdf,20
05   
Bernal Cuéllar, Jaime, y Montealegre Lynett, Eduardo, El proceso penal Tomo I: 
Fundamentos constitucionales y teoría general, Libro, Universidad Externado, 2013, p 856 
y ss 
Camargo Chona, Humberto, Morales Peinado, Lemmy Y Osuna López, Wilfrido, La 
implementación del principio de oportunidad en la legislación penal colombiana, Revista, 
Justicia Juris, https://dialnet.unirioja.es/descarga/articulo/3634149.pdf, 2010   
Córdoba Triviño Jaime, Lozano Pacheco Luis Gonzalo, Daza González Alfonso, otros 
autores; El sistema penal acusatorio en el contexto colombiano. Bogotá, Colombia: 
Universidad Libre. 2009, p. 254 
Corte Constitucional. Sentencia C- 873 de 2003, (M.P. Manuel José Cepeda Espinosa, 
septiembre 30 de 2003) 
Corte Constitucional. Sentencia C-1092 de 2003 (M. P. Álvaro Tafur Galvis; noviembre 19 
de 2003)  
Corte Constitucional, Sentencia C-738/2008, (M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra, julio 23 
de 2008) 
Corte Constitucional, Sentencia C-095/2007, M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra, febrero 
14 de 2007). 
33 
 
Corte Constitucional, Sentencia T-142/2019, M.P. Alejandro Linares Cantillo, marzo 29 de 
2019). 
Corte Suprema de Justicia, Radicado 96.791/2018, M.P. Patricia Salazar Cuellar, febrero 27 
de 2018) 
Daza González, Alfonso, El principio de oportunidad en la decisión sobre la punibilidad del 
imputado, Artículo, Universidad Externado, 2011, p 1 a 11 
Daza González, Alfonso, La discrecionalidad en el ejercicio de la acción penal frente a los 
fines del proceso penal en el estado social y democrático de derecho, Libro, Universidad 
Libre, 2011, p. 81-82   
Daza González, Alfonso, La sujeción al principio de legalidad procesal y a reglamentación 
de las causales del principio de oportunidad, Artículo, Universidad Externado, 2012, p 2 a 
15 
Daza González, Alfonso, Las causales de aplicación del principio de oportunidad en la ley 
906 de 2004, Libro, Universidad libre, 2010   
Fiscalía General De La Nación, Módulos de formación para fiscales en Estructura del 
proceso penal, Fiscalía General de la Nación, 2007, p. 14, 39 y ss 
Fiscalía General de la Nación, Resolución 4155/2016, Artículo 36 
GUERRERO PERALTA Oscar Julián, Fundamentos teórico constitucionales del nuevo 
proceso penal, Ediciones nueva jurídica, 2007, p. 80 
Godoy Godoy Alexander Y Laverde Arce Germán Javier, La aplicación del principio de 
oportunidad como excepción al principio de legalidad en el sistema penal oral acusatorio, 
Universidad Militar Nueva Granada, 2014 
34 
 
GOMEZ PAVAJEAU, Carlos Arturo, Balance crítico a los diez años de vigencia del 
sistema acusatorio /Capítulo III En defensa y promoción del principio de oportunidad, 
Libro, Defensoría del Pueblo, 2016, p 55 a 100 
HASSEMER WINFRIED, La persecución penal: legalidad y oportunidad, Ponencia, 
Universidad de Buenos Aires, http://www.derecho.uba.ar/publicaciones/lye/revistas/50/la-
persecucion-penal-legalidad-y-oportunidad.pdf, 2015, p 8 a 11 
Ley 1098 de 2006, artículos 140, 175, 199 
Ley 906 de 2004, artículos 323 y ss 
MOLINA LÓPEZ, Ricardo, Principio de oportunidad y aceptación de responsabilidad en el 
proceso penal, Medellín, Universidad Pontificia Bolivariana, 2011, pp.77-78. 
OTÁLORA GÓMEZ, Jorge Armando, SÁNCHEZ HERRERA, Esiquio Manuel, y 
BERNAL CASTRO, Carlos Andrés, Reflexiones de derecho penal y procesal penal, Libro, 
Defensoría del Pueblo, 2013, p 377 y ss 
ROXIN, C. (2000). DERECHO PROCESAL PENAL (PRIMERA ed.). BUENOS AIRES: 
EDITORES DEL PUERTO.  
SUÁREZ, José Hilario, Manual del proceso penal acusatorio (Primera ed.). Bogotá, 
Colombia: Universidad Libre, 2012 
TINOCO PASTRANA, Ángel, El Sistema Judicial Penal en el Common Law y el principio 
de oportunidad, Tesis, Universidad de Sevilla, 
http://fondosdigitales.us.es/media/thesis/913/B_TD-290.pdf, 1999   
 
